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RESUMEN 
 
El presente trabajo titulado “Aplicación del Principio de Oportunidad en el 

Delito de Conducción en  Estado de Ebriedad en la Carpeta Fiscal 1814-

2022”, este trabajo se desarrolla tomando en cuenta las diversas 

definiciones que le dan los autores, asimismo como nuestra normativa 

interna trata en el ordenamiento penal peruano, también se ha visto por 

conveniente tomar en cuenta lo que la doctrina dice sobre el Principio de 

Oportunidad y sobre el delito de Conducción en estado de Ebriedad, así 

también como la jurisprudencia viene desarrollando a esta figura jurídica, 

teniendo en cuenta que en nuestra sociedad este delito tiene un índice 

elevado en su comisión, convirtiéndose en una problemática para nuestra 

sociedad, es por ello que merece nuestra atención. 

Se delimita su problemática en nuestra jurisdicción y como esta afecta a la 

carga procesal; como su aplicación puede reducir la economía procesal, 

asimismo como esta figura jurídica del principio de oportunidad puede 

beneficiar a los agraviados respecto a la reparación civil que estos deben 

recibir para resarcir el daño ocasionado. 

Luego de haber desarrollado el presente trabajo, esta ha permitido llegar 

analizar la problemática sobre los delitos de conducción en estado de 

ebriedad y como esta puede acogerse al principio de oportunidad 

permitiendo una solución a un conflicto; asimismo llegamos a brindar varias 

conclusiones y recomendaciones que van permitir mejorar la norma en su 

aplicación.  Para que el presente trabajo nos permita conocer como se aplica 

el principio de oportunidad en los delitos de conducción en estado de 

ebriedad se presentara un caso donde se aplica el principio de oportunidad 

y esto nos permitirá entender su importancia en nuestra legislación y como 

esta va reducir la carga procesal, sobre todo permite resarcir el daño a la 

víctima a través de la reparación civil que se otorga a la víctima. 
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ABSTRAC 
The present work entitled "Application of the Principle of Opportunity in the 

Crime of Drunk Driving in the Tax Folder 1814-2022", this work is developed 

taking into account the various definitions given by the authors, as well as our 

internal regulations treat In the Peruvian criminal system, it has also been seen 

as convenient to take into account what the doctrine says about the Principle 

of Opportunity and about the crime of Drunk Driving, as well as how 

jurisprudence has been developing this legal figure, taking into account Note 

that in our society this crime has a high rate of commission, becoming a 

problem for our society, which is why it deserves our attention. 

Its problem in our jurisdiction is delimited and how it affects the procedural 

burden; how its application can reduce the procedural economy, likewise how 

this legal figure of the principle of opportunity can benefit the aggrieved with 

respect to the civil reparation that they must receive to compensate the 

damage caused. 

After having developed this work, it has allowed us to analyze the problem of 

drunk driving crimes and how it can benefit from the principle of opportunity, 

allowing a solution to a conflict; We also came to provide several conclusions 

and recommendations that will allow us to improve the standard in its 

application. In order for this work to allow us to know how the principle of 

opportunity is applied in drunk driving crimes, a case will be presented where 

the principle of opportunity is applied and this will allow us to understand its 

importance in our legislation and how it will reduce the procedural burden, 

above all, allows compensation for the damage to the victim through the civil 

reparation that is granted to the victim. 
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CAPITULO I 

1.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
El presente trabajo, va a tratar sobre la importancia del principio de 

oportunidad en derecho procesal penal, y como este se relaciona con la 

eficacia procesal, veremos cómo el Principio de Oportunidad puede resolver 

en parte la sobre carga procesal que afecta al sistema penal; pero esto no 

solo queda ahí, sino que también es favorable para la víctima, como para el 

imputado que haya cometido un delito de poca cuantía o poca trascendencia 

social, permitiendo así una atención inmediata por el aparato jurisdiccional. 

En ese orden de ideas se va relacionar el principio de oportunidad con el delito 

de conducción en estado de ebriedad como se ve inmersa en la aplicación del 

principio de oportunidad por el fiscal tomando en cuenta su discrecionalidad  

o criterio, debiendo  evaluar su aplicación teniendo en cuenta la pena, siendo 

en este delito pena privativa de libertad no menor de seis meses ni mayor de 

dos años; aplicación que dependerá además la articulación con otros 

principios y reglas, sin que, por ello, pueda calificarse la decisión como un acto 

de arbitrariedad, voluntarismo o injusticia; A través de la redacción del 

presente, se atenderá los pleitos que arrastra la comisión del ilícito penal de 

conducción en estado de ebriedad. La misma que se realizara bajo un estudio 

minucioso que permitirá establecer los supuestos de la acción y sus 

resultados, asimismo ameritara buscar posibles soluciones para reducir su 

comisión en nuestra sociedad. 

La comisión de ese delito se da desde décadas, los accidentes de tránsito han 

dejado de ser un problema propio de los países desarrollados y se han 

transformado en una de las principales causas de lesiones, invalidez absoluta 

y muerte en algunos países, entre ellos hallamos al Perú, nuestro Distrito 

Fiscal no es ajeno a esta problemática, siendo el delito de conducción en esta 

ebriedad uno de los delitos más cometidos en nuestra jurisdicción, generando 

una carga procesal elevada, es por ello que en muchas oportunidades se 
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aplica el principio de oportunidad en este delito a fin de dar una solución a un 

conflicto que se ha generado por la comisión de este delito. 

1.1.1. FORMULACION DEL PROBLEMA  
¿Cuál es el factor determinante para la aplicación del principio de oportunidad 

en el delito de conducción en estado de ebriedad del Expediente N° 1814– 

2022? 

1.1.2. OBJETIVO GENERAL 
Tenemos como objetivo general el siguiente: 

Analizar y describir los factores determinantes para la aplicación del principio 

de oportunidad en el delito de conducción en estado de ebriedad del 

Expediente N° 1814– 2022. 

 

1.1.3. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 

Así tenemos como propuesta de objetivos específicos: 

 

1. Estudiar el desarrollo y los principales eventos procesales en el caso N° 

1814-2022. 

 

2. Examinar los principales problemas que se presentan antes de aplicación 

del principio de oportunidad en el caso N°1814-2022. 

 

1.1.4. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 

La presente investigación encuentra justificación desde varios 

enfoques, desde un punto de vista teórico, práctico, social y finalmente 

metodológico, ante ello cabe indicar lo siguiente: 

 

1. Teórica. La utilidad teórica de la presente investigación sería porque se 

va analizar a través de la doctrina y la norma interna, la misma que se 

analizara en el presente caso a fin de determinar mediante la 
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interpretación sobre la aplicación del principio de oportunidad, que 

pocas veces son tratadas en nuestra realidad social. 

 

2. Práctica. A nivel práctico la presente investigación tiene utilidad, porque 

son los operadores de justicia y estudiantes del derecho encontrarán 

en esta investigación herramientas frescas para la atención de casos 

que se presentan a diario. 

 

3. Social. A nivel social podemos darnos cuenta que la utilidad de la 

investigación es relevante para el conocimiento actualizado de nuestro 

entorno social jurídico, quien necesita nutriste de información que les 

permita conocer más sobre la aplicación del principio de oportunidad 

en nuestra localidad. 

 

4. Metodológica. A nivel metodológico la investigación se prueba porque 

se realizará de manera detallada lo que ocurre en los casos a nivel del 

Ministerio Público. Entonces se realizará un análisis que permitirá 

conocer la realidad de este tipo de casos, utilizando diferente 

información académica.  
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CAPITULO II 

2.1. MARCO TEORICO 

2.1.1. Principio de oportunidad en el proceso penal peruano 

Alberto B. (2019) en su artículo titulado "El principio de opción del Código 

Procesal Penal Peruano" establece que el proyecto de CPP del Perú 

anunciado en abril de 1995 se basa en el CPP aprobado en 1991, y el artículo 

2 define claramente el principio de opción. tres requisitos previos diferentes, 

cuya primera parte establece que cada criterio puede aplicarse de oficio a 

solicitud del Ministerio de Estado o a solicitud del demandado. En los dos 

primeros casos, la autoridad estatal exige el consentimiento explícito del 

imputado para no ejecutar sanciones penales”. 

La primera presunción de este artículo se refiere a aquellas situaciones en las 

que se considera que el infractor debe soportar una "retribución 

natural" dentro de ciertos límites basados en la magnitud criminal del 

delito involucrado. 

Por tanto, el autor tiene derecho a no continuar la actividad si "sufre directa y 

gravemente las consecuencias de su negligencia o delito intencional, si es 

condenado a una pena de prisión de hasta 4 años y la pena es 

injustificada". Ninguno de los tres casos detalló los derechos de los acusados, 

sino que dio cierta discreción a los fiscales. 

En el primer supuesto, el último inciso refiere que la “sanción parece 

inadecuada”, debe tomarse en cuenta, la conducta del sujeto, el resultado del 

dosaje etílico para que la fiscalía se pronuncie; como, por ejemplo, cuando el 

conductor de un vehículo, por ligereza, ocasiona la lesión o fatalmente la 

muerte de un familiar. El segundo caso da la posibilidad de iniciar la acción 

penal en los supuestos donde el delito no lesione “gravemente el interés 

público”, pero cuando la acción no se ajuste en el tipo penal cuyo mínimo sea 

superior a dos años de privación de libertad.  
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En el primer caso, la última frase del artículo se refiere a situaciones en 

las que "la sentencia es inadecuada", dejando a discreción del fiscal 

si la sentencia es apropiada en el caso particular. 

 El caso se refiere a situaciones en las que el autor ha sufrido una 

retribución "natural" por su conducta delictiva, como cuando la 

imprudencia de un conductor provoca lesiones corporales o la muerte. El 

segundo supuesto es que las actividades delictivas no pueden ser 

perseguidas si el delito no causa un daño grave al bien público, si la 

relación no entra dentro de la categoría de delito punible con pena de prisión 

de al menos dos años. 

En tales casos no se tienen en cuenta los delitos cometidos por funcionarios 

públicos en el ejercicio de sus atribuciones. 

En este caso, la libertad de acción del sector público se refiere a los intereses 

públicos afectados por el delito. 

Sin embargo, cabe señalar que esta disposición se refiere 

literalmente a "delitos que no causan daño grave al interés público", lo que 

significa que básicamente debería aplicarse a todos los delitos, a menos 

que concurran circunstancias realmente especiales. 

Por lo tanto, bajo este supuesto, todos los delitos menores están 

universalmente cubiertos. En el último caso, en cambio, el fiscal pudo 

ver que existían atenuantes en muchos artículos del Código Procesal Penal, 

como error tipográfico, error de prohibición, sesgo cultural, tentativa, retraso 

mental, falta de conducta, caso, justificación o causalidad incompleta, 

atribución mínima o actuación secundaria en el comportamiento de otra 

persona. Siendo en ese caso, la autoridad estatal no puede proceder 

con el caso si considera que el bien público no ha sido gravemente dañado, 

sino sólo si el delito es punible y no excede los cuatro años de prisión. 

Al igual que en el caso anterior, no se cubren los ilícitos realizados por 

funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones. 
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La reserva del fiscal se refiere a decisiones de provecho público. 

Este último caso constituye una excepción al principio de legalidad en otro 

sentido. 

Esto se debe a que el principio de sanción legal parece basarse en las 

características objetivas de los hechos. 

De ahí que existan todos los requisitos de la exclusión de responsabilidad 

penal, salvo la adaptación objetiva de la acción del tipo penal, dentro 

del proceso y no fuera de él (error, legalidad, inocencia o impunidad). 

2.1.2. Principio de Oportunidad 
 

Viña M. (2022) en su investigación Titulada “LA EFECTIVIDAD DEL 

PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO” Se 

debe señalar que el principio de elección es el sistema 

judicial por excelencia, que autoriza al fiscal a iniciar procesos penales por 

un lado y a suspenderlos (fuera del proceso) por el otro. Sin embargo, esta 

libertad de acción tiene sus propias limitaciones legales, es decir, 

para fortalecer el principio de aleatoriedad, es necesario evaluar los 

supuestos fácticos descritos en el artículo 2 del NCPP. 

Si se realiza una indagación previa, el juez tiene derecho a presentar la 

investigación de acuerdo con el principio de posibilidad de consolidación 

(continuación), como, por ejemplo, El monto y, en su caso, el plazo de 

indemnización por daños y perjuicios civiles (el plazo máximo para este efecto 

en nuestro ordenamiento jurídico es de nueve (09) meses). 

 Se puede observar que el ordenamiento jurídico nacional ha optado 

por regular el sistema de oportunidades de manera que los fiscales estén 

obligados a respetar los derechos fundamentales de las partes. 

De acuerdo con López (citado por San Martín, 2020) que El fortalecimiento del 

principio de oportunidad debe hacerse de conformidad con los principios 
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constitucionales de igualdad y proporcionalidad  porque, por un lado, el 

imputado tiene derecho a que se resuelva la investigación en su contra, 

dependiendo de la política penal y procesal, especialmente si acepta los 

hechos supuestamente alegados, la víctima tiene derecho a iniciar una causa 

por la comisión de un delito ilícito. El acto debe recibir una 

compensación por las acciones, pero el plazo de la compensación debe ser lo 

más corto posible. Pues bien, a la hora de analizar una persona jurídica 

hay que estudiar sus fundamentos, y en este caso el anclaje del principio 

de viabilidad fue, en primer lugar, aliviar la pesada carga impuesta al Poder 

judicial. Además, en los últimos años, en respuesta al alto nivel de 

delincuencia en la sociedad, se ha introducido en el país una política criminal 

más estricta en el ámbito de las multas. Pero esta estrategia es claramente 

ineficaz para lograr el objetivo de erradicar la delincuencia. En primer lugar, 

hay que considerar los recursos logísticos disponibles para los órganos 

jurisdiccionales como es el Poder Judicial y Ministerio Público para 

la investigación y el procesamiento, y en segundo lugar, e igualmente 

importantes, son los recursos humanos, es decir, las horas de 

trabajo trabajadas. 

Además, ambas instituciones nacionales ofrecen formación periódica para 

operadores jurídicos. Si el principio de oportunidad no se emplea de esta 

forma a aquellos delitos que tienen poco impacto en el interés público o, como 

se les llama de poca monta, existe el riesgo de que las autoridades tributarias 

se empantanen en investigaciones triviales (en las que Las sanciones que 

implican estos delitos (que en estos casos son innecesarias) reducen el 

tiempo de investigación que los operadores legítimos realmente tienen que 

llevar a cabo, por ejemplo, en el caso de delitos cometidos por una 

organización criminal. 

Por tanto, la saturación del sistema judicial provocará grandes gastos 

económicos para todas las partes, incluidos los imputados y las víctimas, así 
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como para el Estado, sin olvidar el cansancio mental que se produce durante 

el proceso judicial, y más aún - debido a el largo proceso. 

Si el acusado es encarcelado por un delito menos grave de interés 

público durante la investigación, es probable que se contagie de la 

mentalidad criminal de otros presos que han cometido delitos graves 

porque, seamos realistas, las instituciones penitenciarias no cuentan con la 

logística y las estructuras que sirvan a los fines de la ejecución penal, es decir, 

lo más importante es la resocialización de los presos. Quién comparte la 

misma línea de pensamiento es Salas (2011) “En suma, la pena – en nuestro 

país – ha demostrado no cumplir sus fines esenciales” (p. 101). 

2.1.3. Principio de oportunidad en la actualidad 
 

El principio de oportunidad está integrado en el proceso penal moderno 

como un mecanismo de despenalización, si bien aminora la carga en los 

órganos jurisdiccionales, es la encarnación del principio de consenso en el 

derecho penal y una opción en el proceso ordinario. 

Esto incluye la facultad del fiscal de decidir si continúa el proceso penal o lo 

evita adoptando el principio de oportunidad, por lo que el caso será 

suspendido si la investigación determina que el investigado ha cometido 

un delito y tiene la capacidad de prevenir daños, para utilizar el principio de 

interés. 

El principio de probabilidad no se aplica a todos los delitos, por lo que se 

realiza en el marco del sistema de cláusulas de propiedad (biblioteca 

cerrada), de forma natural o a petición de parte, siempre a voluntad 

del imputado, quien puede indicar su renuncia en cualquier momento 

del proceso terminar su continuidad. 

 



 

9 
 

2.1.4. Contraste entre principio de oportunidad y acuerdo 
reparatorio 

Para desarrollar la presente investigación de los principios 
mencionados, para evitar mayores confusiones, es necesario 

distinguir entre los términos utilizados por los legisladores a la hora 
de elaborar documentos técnicos. 
El artículo 2 de la Ley de Procedimiento Penal establece que, 
dado que el contrato de indemnización no siempre es resultado del 

principio de elección, sino que el principio de elección mismo 
está reconocido en la primera parte del artículo mencionado, 
tiene el mismo efecto como la compensación establecida conforme a 
la ley. Derecho de Enjuiciamiento Civil Diferentes hipótesis de 
origen. Acuerdo de indemnización adecuado al contenido. 

 

• Supuestos de procedencia 

Si el representante del ministerio público opta por sostener el principio de 

elección, la consecuencia procesal es la negativa a procesar al 
acusado, que ha firmado un acuerdo de indemnización y está 
obligado a pagar una determinada cantidad, y el acuerdo da lugar a la 
imputación del acusado. 
Excluido de proceso penal. Después de leer el artículo 2 de la Ley 

de Procedimiento Penal, encontramos que los 

legisladores reconocieron dos situaciones en las que es aplicable el 

principio de probabilidad. El primero se define en el artículo 1 y el 

segundo en el artículo 6. 
 

• Falta de necesidad o no merecimiento de imponer una pena (num.1) 

En un escenario de impunidad significa que el autor se ve directa y 

gravemente afectado por las consecuencias de su delito, por lo que 

el método de autocastigo en el juicio es realmente insignificante en 
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comparación con las consecuencias del delito, por lo que no 

es necesario para el castigo. Invalidez para que la pena no cumpla su 

finalidad, como ocurriría si el padre condujera el 

vehículo familiar pero careciera de experiencia al volante. Mi hijo 

que estaba sentado en su asiento salió despedido por el impacto y 

murió (homicidio). 

 

Si bien la base legal para los delitos punibles con pena inferior a dos 

años (infracciones leves) puede dar lugar a una falta de interés en la 

persecución, esto es aún más cuando el imputado tiene el deber 

de reparar el daño mencionado cuando se le impone responsabilidad. 
El archivo también contiene errores mínimos. Todo esto se dice en la 

primera parte del versículo citado, que literalmente dice: 
 

• Artículo 2.- Principio de oportunidad 

1. La fiscalía, de oficio o a solicitud del investigado y con su autorización, 

puede inhibirse de perseguir la acción penal como veremos a continuación: 

a. Si la victima resulta gravemente afectado por las consecuencias de su 

accion, ya sea culposo o intencional, no se requiere castigo si éste se 
castiga con pena privativa de libertad de hasta 4 años. 

b. El delito no causa daño significativo al bien público, salvo en los casos 
en que la pena mínima exceda de dos años de prisión o cuando sea 
cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones. 

c. Con base en los hechos del caso y la situación personal del imputado, 
el fiscal considera que existen violaciones a los artículos 14, 15, 16, 18, 

21, 22, 25 y 46 del Código Penal, y se observe que no hay ningún interés 
público afectado su seguimiento no será relevante. 

Esto no es posible si el delito está castigado con pena de prisión superior 

a cuatro años, o si el delito fue realizado por un funcionarios públicos. 
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La segunda parte del artículo citado señala que las presunciones a que se 
refieren los incisos b) y c) se aplican a la aplicación de este 

principio sólo si el autor cumple con la obligación de prevenir el daño 
causado o de celebrar un acuerdo con el perjudicado 

• Acuerdo reparatorio (num.6) 

El inciso 6 del artículo 2 establece que, además de cualquier delito 
penal, se han tipificado 14 delitos intencionales, que pueden incluirse 
en él, por ejemplo, el caso en el que un conductor ebrio choca contra 

una valla perteneciente a una propiedad privada 

y promete pagar compensación. Sin embargo, si el delito resulta en 
un gran número de víctimas o el delito ocurre al mismo tiempo 
(coincidencia) con otros delitos, su aplicación no se aplicará a esos 
delitos, a menos que los delitos adicionales sean menos graves o no 
afecten los derechos legales disponibles activos. 
 

• Artículo 2.- Principio de oportunidad 

Separadamente de los casos señalados en el numeral 1) Se da un acuerdo 

reparatorio en los delitos tipificados y sancionados en los artículos 122, 149 

primer párrafo, 185, 187, 189-A primer párrafo, 190, 191, 192, 193, 196, 197, 

198, 205 y 215 del Código Penal, y en los delitos culposos. No se aplica esta 

regla cuando haya pluralidad relevante de agraviados o concurso con otro 

ilícito; salvo que, en este último caso, sea menos gravosa o que lesione bienes 

jurídicos disponibles. 

Adicionalmente de los supuestos de aplicación tratados en el numeral primero, 

el acuerdo reparatorio también presupuestos de procedencia, que pueden 

darse en caso el ilícito de lesiones leves (art. 122), omisión a la asistencia  

familiar (OAF) (art. 149), hurto simple (art. 185), hurto de uso (art. 187), hurto 

de ganado (art. 189-A), apropiación ilícita común (art. 190), sustracción de 

bien propio (art. 191), apropiación irregular (art. 192), apropiación de prenda 
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(art. 193), estafa agravada (art. 196), modalidades de estafa (art. 197), 

administración fraudulenta (art. 198), daño simple (art. 205), libramiento 

indebido (art. 215) y delitos culposos. 

No será procedente en caso exista una pluralidad de agraviados o concurso 

con otros ilícitos; excepcionalmente que en este último caso de concurso, el 

segundo ilícito sea de menor gravedad o afecte bienes disponibles. 

2.1.5. Procedimiento del principio de oportunidad 
En cuanto a las posibilidades procesales de su aplicación, el principio 

analizado puede ocurrir en tres momentos diferentes, i) antes del inicio de 

la causa penal (en la sede del Ministerio Público) o cuando se proyectó el 

requerimiento fiscal (artículo 350 del CPP) ii)  o durante audiencia de 

requerimiento de proceso inmediato iii) en el marco de 

la presente audiencia (artículos 446 a 448 del CPP), todos ellos amparados 

en el artículo 350 del CPP, que establece que las partes podrán solicitar una 

alternativa de conclusión de un proceso. 

 

• Audiencia de principio de oportunidad (numeral 1) 

La audiencia única de aplicación de principio de oportunidad necesita  de la 

asistencia de las partes, en caso no asista una citación, se programa fecha y 

hora para una segunda asistencia, si el imputado no concurre se continuará 

con la acción penal, en el supuesto que no concurra el agraviado, de forma 

excepcional el fiscal decidirá, la suma de la reparación civil y lo fijará 

proporcionalmente. 

Si asistencia ambas partes, el fiscal promoverá que lleguen a un acuerdo 

respecto a la suma en efectivo u otro modo de pago, en caso lleguen a un 

acuerdo, el fiscal redacta el acta de acuerdo. 

El fin es que lleguen a un acuerdo en caso no sea factible el fiscal fijará la 

reparación que concierna así como determinará el plazo para su cumplimiento 

lo que trata de una acción realizada en sede fiscal sin participación del poder 
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judicial, sin embargo si se haya planteado la acusación fiscal, el juez de 

investigación preparatoria intervendrá en la etapa intermedia, lo no quiere 

decir que cambie lo acordado sino que aprobara lo acordado en caso sea de 

acorde a ley. 

• Audiencia de acuerdo reparatorio (numeral 6) 

La Fiscalía emitió un descargo facilitando un posible acuerdo de 
restitución y llamó a las partes en un plazo de 10 días. Si el imputado no se 
presenta a la segunda citación o ha desaparecido, el Ministerio Público 
presentará el requerimiento que considere pertinente. 

Si las partes asisten a una sola audiencia, los fiscales se asegurarán de 
que lleguen a un acuerdo sobre el monto y la forma de pago de la 
indemnización civil antes de decidir no continuar con el proceso penal. 

 No se requiere acuerdo de indemnización si los sujetos llevan a cabo 
un acuerdo sea esta en documento público o privado firmado ante notario. 

En primer lugar, las partes que participen en el acuerdo deberán dar su 

consentimiento libre y voluntario y tener pleno conocimiento de sus 

derechos, de la imputación de cualquiera de los delitos mencionados en 

el párrafo anterior y de todas las demás circunstancias que directa o 

indirectamente lo agravien. 

2.1.6. Nuevo reglamento de aplicación de principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio (Resolución 1245-2018-MP-FN) 

Anteriormente, mediante resolución de la Fiscalía de la Nación 1.470-2005-

MP-FN, se aprobó el Reglamento de Aplicación del Principio de Oportunidad, 

que establece el procedimiento a continuar para la aplicación del principio de 

oportunidad dispuesto en el artículo 2 del CPP, siendo urgente un nuevo 

reglamento, mediante [Resolución 1245-2018-MP-FN] del 20 de abril de 

2018, el Ministerio Público, aprobado otro reglamento de la aplicación del 

principio analizado.  
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• Supuesto de procedencia extraordinario (art. 7 del reglamento) 

Donde establece el procedimiento a continuar para su tratamiento respecto al 

principio de oportunidad y su interacción cuando ocurre un proceso inmediato. 

Así pues, este reglamento añade un supuesto a los dispuesto en el artículo 2 

del CPP, de manera que indica en el inciso d) de su artículo 7 que también 

podrá aplicarse principio de oportunidad 

• Artículo 7. Supuestos de procedencia del Principio de 
Oportunidad 

d) En el supuesto en que el sujeto esté comprendido en la comisión de los 

delitos previstos en los artículos 307-A, 307-B, 307-C, 307-D, 307-E 

del Código Penal. 

En el caso establecidos en el inciso d) (delitos ambientales), el Fiscal se 

abstendrá de ejercer la acción penal posteriormente a su verificación 

correspondiente donde el agente haya abandonado sus actividades ilícitas de 

manera libre, definitivo e indubitable, comunicando este hecho al Organismo 

de Evaluación y Fiscalización Ambiental mediante instrumento de fecha cierta.  

Prohibiciones expresas (art. 9 del reglamento) 

El principio de oportunidad o la aplicación de un acuerdo de restitución, 
no es aplicable si el imputado tiene la condición de reincidente 
o permanente, así como si el imputado utiliza dos veces este mecanismo 
y se relaciona con delitos contra otros. 

Tampoco es conveniente presentar el tercer requerimiento dentro de los 
05 años posteriores al siguiente caso, sino que debe presentarse antes 
del sexto año. 

Esta disposición no se aplicará si el imputado no es reincidente 
o reincidente, ha cumplido con el principio de oportunidad, pero 
comete un nuevo delito dentro de los cinco años siguientes 
a la expedición de la norma sobre inmunidad de procesamiento penal. 
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Finalmente, si el procesado estuviera de acuerdo, su solicitud no sería 
considerada por segunda vez, pero no cumplió con las condiciones bajo 
las cuales había aceptado pagar una indemnización. 

• Sobre el pago de la reparación (art. 15 del reglamento) 

Cuando las partes acuerdan el plazo para el pago de 
la indemnización, el fiscal vela por que el plazo no 
exceda de nueve meses, pudiendo fijar un plazo más corto y, previo 
acuerdo, dictar orden de no continuar con la causa penal. se emite. Sin 
embargo, si no se cumplen algunas de las condiciones acordadas, el 
fiscal dará una advertencia clara sobre el inicio del proceso penal, 
debiendo informar al acusado de ello. 

2.1.7. Principio de oportunidad en la jurisprudencia 
Sobre la posibilidad de imponer sanción administrativa (suspender licencia de 

conducir) pese a haberse aplicado principio de oportunidad en sede fiscal por 

delito de conducción en estado de ebriedad, que conforme el Tribunal 

Constitucional no resultaría en una infracción al ne bis in idem. [STC 2405-

2006-PHC/TC] 

En cuanto a la posibilidad de mantenerse la responsabilidad civil por concepto 

de daños a indemnizar por parte del tercero civil responsable si el imputado 

se acoge al principio de oportunidad debido a que le juicio de atribución de 

responsabilidad civil es totalmente independiente al de la imputación de la 

responsabilidad penal. (Casacion 1676-2017-Arequipa). 

Sobre el elemento de discrecionalidad del principio de oportunidad como 

resultado de la potestad que tiene el fiscal de decidir si iniciar o no las 

diligencias preliminares cuando conoce un proceso inmediato. Por cuanto, no 

puede imponérsele u obligársele a que acceda a dicho principio por lo menos, 

en etapa de diligencias. [Casación 833-2019, Lambayeque]. 
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2.2. Delito de Conducción en estado de ebriedad 
Definición 

Art. 274 C.P. El manejo en estado de alcoholismo supone un peligro para la 

comunidad. Por lo tanto, este problema ha sido tratado dentro de diversas 

normativas que forman parte del sistema legal nacional. Así, y como 

ilustración, el Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito 

dicta que "Se prohíbe conducir bajo la influencia de alcohol, drogas, 

estimulantes o disolventes y cualquier otro elemento que disminuya la 

capacidad de reacción y correcta gestión del conductor" (2018, Art. 88). 

En cambio, la descripción habitual del comportamiento mencionado se 

encuentra también regulada en el capítulo I -que pertenece al título XII- del 

Código Penal de Perú, donde se categoriza como un delito de peligro general. 

Por lo tanto, es apropiado realizar la siguiente precisión en relación con ese 

concepto: El riesgo es un noción del medio normativa porque su objetivo de 

referencia es un bien jurídico, aunque su fundamento también se basa en una 

[el peligro es un concepto de naturaleza normativa porque no es necesario 

que la conducta del agente haya causado daño a un objeto; es suficiente que 

el objeto jurídicamente protegido haya sido puesto en peligro de sufrir la lesión 

que se pretende prevenir] 

El que maneja, opera o maneja un vehículo motorizado en estado de ebriedad 

con alcohol en la sangre superior a 0.5 gramos-litro o bajo el efecto de drogas 

tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas o sintéticas, enfrentará 

una pena privativa de libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años, 

con prestación de servicios comunitarios de 52 a 144 jornadas y inhabilitación, 

según el artículo 36° inciso 7.1. Cuando el agente realiza servicios de 

transporte público para pasajeros, mercancías o carga en general, estando en 

estado de ebriedad, con alcohol en la sangre en proporción superior a 0.25 

gramos-litro o bajo el efecto de sustancias psicotrópicas, estupefacientes o 

sintéticas, la inhabilitación prevista en el artículo 36°, inciso 7, junto con la 

prestación de servicios comunitarios de 70 a 140 jornadas o la pena privativa 
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de libertad no menor de uno ni mayor de tres años. El bien jurídico protegido 

es uno de los aspectos relevantes y precisos del delito de conducir un vehículo 

en estado de ebriedad o drogadicción. 

Según Peña Cabrera (2010), Los bienes jurídicos afectados no están 

claramente definidos. Por el contrario, se ha determinado que tiene carácter 

multiofensivo porque: En el sistema penal se pueden diferenciar 3 

posiciones: a) Primero, el autor considera que la vida, la integridad física y 

la salud de las personas involucradas en el tránsito vial están directamente 

protegidas (argumento individualista); 

b) en segundo lugar, quienes creen, por el contrario, que la seguridad vial 

cotidiana está protegida per se, es decir, independientemente de los 

derechos penales a la vida, la integridad corporal y la salud (enfoque 

colectivo); y  

c) Últimamente, el autor considera que, como solución intermedia, se 

protege la seguridad vial no como un beneficio en sí mismo sino como una 

herramienta para proteger la vida, la integridad física y la salud de quienes 

intervienen en el tránsito. esta área específica. (pág. 531) En términos de 

tipicidad objetiva, el Código Penal vigente estipula que el sujeto activo puede 

ser cualquier persona física, ya que alude al individuo quien debe tener 

autorización para trasladar un carro de motor (Peña Cabrera, 2010). 

Relacionado al sujeto pasivo, el mismo escritor señala que “las sociedades 

anónimas lo son, ya que este tipo no prevé daño alguno a bienes específicos 

y concretos” (2010, p. 537). Es importante enfatizar los límites de la tipicidad 

subjetiva (Peña Cabrera, 2010). La circunstancia intencional se considera la 

única opción de la conducta de manejo en estado de ebriedad y, por lo tanto: 

solo permite actos intencionales, que deben abarcar acciones de conducción 

de las que el autor era consciente después de ingerir una sustancia 

legalmente relevante y su impacto negativo en la conducción, es decir, 

realizadas en estas condiciones. voluntad de actuar; Como hemos 
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argumentado en apartados anteriores, el elemento subjetivo (de contenido 

normativo) no debe verificarse en el momento de la comisión del hecho 

punible, sino en el momento ex ante, cuando el agente predetermina beber, 

sabiendo que está Bebiendo. Para conducir un vehículo de motor, tu cuerpo 

no debe contener sustancia que afecte tu sobriedad. Al volver a un examen 

de los tipos subjetivos de injusticia, adoptamos una teoría de la acción causal 

libre y la complementamos con el análisis de los juicios individuales de culpa 

expuestos anteriormente (págs. 550-551). Finalmente, al ser el delito un 

delito abstracto de peligro y un delito de simple conducta, la condena se basa 

en la conducción de un vehículo en estado de ebriedad, la cual se determina 

en función del contenido de alcohol por litro de sangre o del contenido de 

una variedad de drogas psicotrópicas. regulaciones. 

Conducción en estado de ebriedad 

En la Doctrina. - En la doctrina, el ilícito de conducción en estado de ebriedad 

tiene un significado distinto, define la forma diferente a los delitos de peligro 

específico. Se le aplican dos sanciones, según la ley: la penal y la 

administrativa. Esto se produce mediante multas, suspensión del permiso de 

conducir (sanción administrativa dictadas por el MTC) y sanción de prisión, 

así como indemnizaciones civiles si el comportamiento ejemplar de la persona 

provoca daños materiales o material (sanción penal estipuladas en el 

Ministerio Público, artículo 274 del Código de Procedimiento Penal cuando 

compiten con otro tipo de delitos), lo que significa que no se producirá ningún 

daño. 

Según Caro Coria (1997, citado en Taboada, 2019), en la doctrina peruana la 

conducción en estado de ebriedad tiene una doble naturaleza, es 

una infracción administrativa y por tanto debe ser sancionada por la autoridad 

administrativa competente si el hecho tiene relación con un delito, es decir, 

Cuando la conducta culpable pueda estar recogida en el artículo 274 del 

Código Penal, deberá abandonarse dicha conducta. 
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De ser así, el poder ejecutivo no debería proceder con una investigación o 

sanción, ya que tiene el deber de denunciar la actividad y remitirla a una 

autoridad pública para que esa autoridad sea responsable de la investigación 

y las sanciones penales. 

 

En consecuencia, es claro que la competencia de la Fiscalía tiene 

prioridad sobre la autoridad administrativa, de conformidad con el numeral 5 

del artículo 159 de la Constitución Política Peruana de 1993, en el que se 

determina el principio de impugnación y quiénes son responsables y confesar 

haber cometido el crimen. Por lo que, desde el inicio del acto ejemplar, 

objeto de esta investigación, es necesario evaluar si es de carácter penal 

o administrativo (Taboda, 2019). 

  

Según la doctrina del derecho penal, conducir en estado de ebriedad es una 

acción que pone en peligro a la sociedad pública porque conducir en estado 

de ebriedad es el primer paso para cometer delitos graves como lesiones 

corporales graves, asesinato y daños a la propiedad. 

  

Por tanto, este tipo aparece en el Capítulo 12 de la Ley Penal y es un delito 

que atenta contra la sociedad. 

  

Este ilicito es un delito abstracto y peligroso, es decir, un delito grave 

destinado a impedir la conducción en estado de ebriedad y justificar así 

sanciones penales por esa conducta. Como todos sabemos, el tráfico rodado 

es una actividad peligrosa que ocurre todos los días en zonas 

urbanizadas en zonas peatonales y puede suponer peligro en cualquier 

momento. Es por esta razón que la conducción está restringida como 

parte de los riesgos aceptables que la 

sociedad asume como necesarios para realizar las actividades básicas de 

la vida, pero este permiso está restringido cuando una 

persona conduce un automóvil u otro vehículo en estado de ebriedad. 
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alcohol El riesgo aumenta porque esta sustancia inhibe la actividad motora del 

cuerpo, el estado de alerta mental, la coordinación física y mental y la 

capacidad de responder coherente por no contar con todos sus sentidos 

activos. 

  

En ese sentido el Código Penal prevé sanciones por conducir en estado de 

ebriedad en las medidas de prevención del delito. 

 

Asmat (2019) señala que: Estos ilícitos se determinan por una total falta de 

indicación de los tipos de bienes que deben protegerse, lo que es 

simplemente el motivo para la introducción de disposiciones penales. El 

tribunal no necesita examinar la peligrosidad requerida en ciertos delitos 

peligrosos. Estos peligros abstractos se entienden como 

peligros que muestran las estadísticas, es decir, peligros que no 

existen en casos específicos, pero sí en situaciones generales. 

Esto significa que, aunque el requisito de peligrosidad no se 

menciona explícitamente en la norma, los delitos peligrosos abstractos 

reconocen un supuesto legal, significando que la responsabilidad penal se 

evalúa en una cuadro típico de circunstancias fácticas y no requiere una 

especificación de conducta. (p. 32)  

 

El delito de conducción bajo los efectos del alcohol es, en definitiva, un delito 

abstracto de peligro que se comete cuando el infractor conduce un vehículo 

que transporta personas o mercancías comerciales por la vía pública (es decir, 

lugares de tráfico masivo). 

Es así que, el delito anterior al delito específico es un delito múltiple 

(derivado de conducción en estado de ebriedad, asesinato, lesiones leves o 

graves, daños a la propiedad, etc.) en el momento de producirse la amenaza 

que la sanción estatal pretende prevenir. 

Por tanto, el norma penal no aguarda que se produzcan amenazas, sino que 



 

21 
 

impide o intenta evitar los peligros. 

 

2.2.1. Definición de conducción en estado de ebriedad 

 

En la jurisprudencia 
La conducción en estado de ebriedad se divide en dos situaciones: en primer 

lugar, el autor no brinda transporte de pasajeros, en segundo lugar, el autor 

se desempeña como transportista de pasajeros, pero vale la pena señalar que 

la diferencia no yacer en lo típico. 

  

en las acciones, sino en las acciones realizadas, porque quienes 

utilizan el transporte por carretera para prestar servicios al público tienen el 

deber y la obligación de cuidar de sus usuarios que transporta y de todos los 

individuos que transitan en la vía pública. 

  

En ese sentido podemos señalar que los conductores que prestan servicios 

de transporte tienen más responsabilidad que los que conducen coches 

particulares. 

Así podemos mencionar que, el proceso judicial Nº 000175-2017-0/Dos de 

Mayo, emitido por la Corte Superior de Justicia de Huánuco -Sala de 

Apelaciones- establece disposiciones legales sobre conducción en estado de 

ebriedad y consumo de drogas, y sus requisitos específicos incluyen: 

conducir y conducir después de consumir alcohol o drogas. 

  

Como forma abstracta de peligro, simplemente conducir por 

encima del nivel legal de alcohol en la sangre para crear un carácter positivo 

no requiere un peligro sustancial, y mucho menos consecuencias dañinas. 

Asimismo, en el artículo 274, apartado 2, del Código Penal se determina la 

forma del realce, que establece: "Cuando un agente realice el traslado 

público de pasajeros en estado de ebriedad, (…), la pena privativa de libertad 

será no menor de uno ni mayor de tres años (…)». En este caso, la aplicación 



 

22 
 

de la ley se produce si una persona activa conduce el transporte 

público bajo los efectos de bebidas alcohólicas y presta un servicio 

eficiente en esas condiciones. 

  

Fue fraudulento en ese momento porque el agente decidió realizar 

un servicio comunitario sabiendo que había estado 

bebiendo y probablemente por encima del límite legal. (p. 5) 

Por tanto, como ya hemos mencionado, a juzgar por la jurisprudencia, existen 

dos diferencias entre los delitos objeto de investigación: si el sujeto prestador 

de servicios de traslado público y si no lo es. Esta distinción se refiere 

a la sentencia, a la determinación de la intención maliciosa (de naturaleza 

subjetiva, ya que no existe posibilidad de culpabilidad debido a la intención a 

priori del acto mismo). Por lo tanto, el sujeto sabía que estaba bajo la 

influencia del alcohol, pero decidió conducir aunque sabía que podría causar 

daño al público y a las personas bajo su cuidado. 

 

Si sus acciones fueron maliciosas, por supuesto, 

afectará la sentencia. La sala de Apelaciones de Huánuco en el caso 000175-

2017-0/Dos de Mayo resolvió que se acreditar la existencia de 

un delito deben confirmar lo siguiente: El automóvil del sospechoso fue 

utilizado con el fin de prestar el servicio de traslado público y si el 

investigado estaba dispuesto a prestarlo dicha actividad, lo hizo o también lo 

ha hecho antes de la intervención de la autoridad competente y en caso 

afirmativo, si del informe de la intervención policial se desprende que se 

encontró la botella de licor, licencia y otros documentos relacionados al 

hecho, etc.) 

Permite visualizar las actividades del transporte público. 

  

De lo contrario, si los elementos anteriores no se respaldan en absoluto, sólo 

puede tratarse de una forma simple de delito por conducir en estado de 

ebriedad (págs.5 y 6).  



 

23 
 

Por otra parte, el oficio 0582-2016-2-1826-JR-PE-04 Procedimiento Inmediato 

Especializado (NCPP) en el Tribunal Superior de Lima, el cuarto juzgado 

unipersonal penal de Lima, estableció el procedimiento inmediato, materia 

de donde se realiza el análisis del delito. 

En resumen, el justo a tiempo es un proceso especial, rápido y económico. 

Por lo tanto, el departamento formuló las circunstancias reales del crimen 

de la siguiente manera: (…) Se consideró necesario someter los hechos del 

demandado a estrictos límites legales impuestos por la estructura 

funcional (logro de naturaleza objetiva y subjetiva), de modo que tendríamos 

que examinar si los hechos del demandado reflejan un comportamiento de 

conducción típico. 

  

Dado que el tipo de delito debe cumplir una función protectora, según 

el principio de sanción legal, sólo el comportamiento que corresponda a la 

descripción típica puede ser castigado con sanciones penales. En el 

presente caso la conducta delictiva del imputado se relaciona con el tipo de 

delito antes mencionado, ya que el imputado fue objeto de 

intromisión el 25 de noviembre de 2015 alrededor de las 22:03 

horas mientras conducía un vehículo con matrícula fotografiada. el nivel es 

1,83 g/l; El imputado aceptó el cargo con la ayuda de un abogado defensor, y 

como aún no se había establecido el móvil o la inocencia, sus acciones 

ameritaban responsabilidad penal. (s.4-5)  

Se puede observar que la calificación actual de los hechos no indica que la 

demandada preste servicios de transporte público, debido a que los 

elementos mencionados en los puntos anteriores no fueron encontrados al 

momento de la intervención. Finalmente, tenemos a nuestra disposición 

la jurisprudencia relevante para la investigación del Tribunal Supremo núm. 

103-2017/Junín, cuyo fundamento decimocuarto desarrolló el 

concepto de delito investigado. 

Los delitos de conducción en estado de ebriedad y drogadicción previstos en 

el artículo 274 del "Código Penal" son delitos peligrosos abstractos, no es 



 

24 
 

necesario acreditar un peligro real para la seguridad vial al conducir 

vehículos: principio de confianza, Principios normativos de conducción y 

seguridad [Los legisladores proponen barreras punitivas para crear una 

protección más amplia de los intereses legítimos que son 

insuficientes para proteger los intereses legítimos cuando surgen formas 

imprudentes que el legislador considera necesarias para la protección de los 

territorios]. 

 Esto se debe a que la razón para criminalizar el comportamiento 

anterior es la amenaza que representa para la seguridad 

del transporte público. Luego tenemos un delito abstracto y peligroso, en el 

que el simple hecho de conducir ebrio equivaldría a cometer un delito penal. 

Es decir, el ilícito se establece únicamente cuando se conduce un vehículo en 

las siguientes condiciones: tan pronto como se demuestre 

que el sujeto estaba bajo los efectos del consumo de bebidas 

alcohólicas, se deben aplicar las normas analizadas. (p. 10). 

 

Así también, la Casación N° 103- 2017/Junín, En su justificación del artículo 

14, permite distinguir las víctimas sociales y comportamentales ofendidas en 

este delito: en los antecedentes del derecho penal, dos personas 

cuestionaron el carácter del agraviado: la social y el sujeto pasivo 

(persona física o jurídica) que ve que sus intereses y derechos están en 

peligro o amenazados. Sin embargo, muchos otros afirman ser víctimas. En 

cualquier caso, ambos buscan el castigo y la protección social del o los 

perpetradores y la compensación por el daño que les causaron. 

En su justificación del artículo 14, permite distinguir las víctimas sociales y 

comportamentales ofendidas en este delito: en la historia de la 

persecución penal, dos personas cuestionaron el carácter del ofendido: 

la social y la víctima (persona física o jurídica) que ve que sus intereses 

y derechos están en peligro o amenazados. Sin embargo, muchos 

otros afirman ser víctimas. En cualquier caso, ambos buscan el castigo y la 
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protección social del o los perpetradores y la compensación por el daño 

que les causaron. 

(p. 11) 

Se puede observar que en el estudio de la dogmática y pronunciamientos 

judiciales el delito de conducción en estado de ebriedad tiene requisitos 

específicos que exigen que sean probadas para su estructura penal. 

Así también, la labor preventiva de la ley penal es persuadir a los individuos 

de conducir bajo los efectos de las bebidas alcohólicas, por lo que configura 

esta conducta para evitar que la acción ya cometida cause más daño, 

abstracto el delito. Amenazas intencionadas y más agresivas (victimización 

social y directa). 

 

2.2.2. La tipicidad de la conducta 
 

Bramont-Arias Torres, Luis Alberto refiere que, Es 

característica la adaptación de los hechos reales a las normas del 

derecho penal. De esto se puede entender que la inclusión de 

hechos o acciones que habitualmente ocurren en la vida real deben 

incluirse o incluirse precisamente en la forma de delito (Manual de Derecho 

Penal. (Sección Especial, 2002). 

  

Hay que reiterar que conducir en estado de ebriedad, como se destacó 

anteriormente, es un delito abstracto y peligroso, que analizaremos a 

continuación. Los ilícitos se dividen en infracciones 

de daño, delitos peligrosos específicos y delitos peligrosos abstractos. En el 

primer caso, los bienes jurídicos tutelados exigen un resultado lesivo, mientras 

que, en los demás casos, la exigencia de peligrosidad está contenida en la 

propia naturaleza del delito como elemento constitutivo. Para los tipos de 

delitos que entrañan especial peligrosidad, es fundamental que las 

autoridades judiciales controlen el peligro. Esto significa que el juez debe 
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comprobar si existe una amenaza objetiva y real que afecte a los intereses 

legítimos tutelados por el delito penal. Se deben visualizar y observar todos 

los presupuestos necesarios para incluir y clasificar de facto la 

conducta como delito. Los tipos considerados son delitos de peligro abstracto 

o de acción pura, que se caracterizan porque la conducta del sujeto, al recibir 

la pena, no lesiona un bien jurídico tutelado, que en este caso será la 

seguridad pública. El requisito de peligro inminente no deriva 

directamente de las normas jurídicas, sino que dichos delitos son sólo 

presuntivos, lo que significa que la responsabilidad por daños y 

perjuicios se evalúa según la naturaleza del delito en la descripción de los 

hechos establecidos. Además del comportamiento típico, también partimos el 

análisis de los puntos principales que componen el tipo penal, como 

son la propiedad jurídica, los sujetos activos y pasivos. 

 

• Bien jurídico 
En el campo del derecho penal, se distinguen y aclaran los intereses jurídicos 

protegidos por el delito abstracto y peligroso de conducir en estado de 

ebriedad y, como se puede explicar en secciones 

anteriores, algunos estudiosos del derecho penal distinguen entre intereses 

jurídicos y riesgos para la seguridad de los ciudadanos. 

Asmat (2019) refiere: Manejar en estado de ebriedad es un ilícito de 

peligro múltiple en el que un comportamiento peligroso se planea sobre dos 

bienes legales protegidos al mismo tiempo pero de diferentes maneras. 

  

(...) La existencia futura de bienes jurídicos colectivos -la seguridad vial- es 

importante para el amparo de los bienes jurídicos individuales -la vida, 

la integridad física y el patrimonio. (p. 33). 

 

Esta doctrina defendía los intereses jurídicos de protección del ilícito penal de 

conducción en estado de ebriedad, al no haber diferencia entre los intereses 
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jurídicos colectivos de la seguridad vial y los intereses individuales, pero esta 

situación fue atendida en apelación por el Juzgado Supremo 

(Sala Penal Provisional) los tipos penales reconocidos en este orden jurídico 

señalan al bien jurídico de naturaleza colectiva —la protección de toda una 

sociedad—, también se dirige a cautelar furtivamente los bienes jurídicos 

personales como son, la vida, el cuerpo y la salud de la persona de forma 

personal. (p. 10). 

En tal sentido está claro, que el bien jurídico que cautela el tipo penal de 

conducción en estado de ebriedad: Es la Seguridad Pública de la Sociedad.  

El delito de conducción en estado de ebriedad se encuentra considerado 

como un delito común “En tal sentido, siendo una representación general, no 

hay duda respecto de que el ilícito puede ser cometido por un hombre o una 

fémina o cualquier persona natural”. 

2.2.3.  Sujeto pasivo 
Para distintos tipos de delitos, es común en el texto referirse al objeto pasivo, 

mientras que, en otros supuestos, para ilícitos específicos, se señala si se 

trata de un hombre, una mujer o un familiar, para que la pena pueda 

aplicarse.  

En cuanto al ilícito de conducción en ebriedad, lo menciona el artículo 19 de 

la Casación 103-2017/Junín, en su análisis señala que: En los delitos contra 

la seguridad pública, el sujeto pasivo es quien directa o inmediatamente a las 

personas perjudicadas. 

En los delitos analizados, el sujeto pasivo es la sociedad y cada uno de sus 

habitantes, debido a que conducir un vehículo bajo los efectos del alcohol o 

drogas afecta su seguridad vial, independientemente de que sea la circulación 

de vehículos, peatones o pasajeros. (p.11). 

Es claro lo expuesto en sus elementos de la Casación, en la cual se despliega 

que el agraviado en el ilícito es la Sociedad y se personifica a través de la 

Fiscalia para su persecución penal. 
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• Comportamiento 

La conducta se ajusta a lo que expresamente indica el tipo penal del delito.  

artículo 274 del Código Penal vigente en la actualidad. La Correspondencia 

No 00175-2017/Huánuco, emitida por la Corte Superior de Justicia de 

Huánuco, determina en su fallo que, en sus términos, los principios legales 

cuatro y quinto: El delito de manejo en Estado de Ebriedad o Drogadicción 

pide para su concurrencia que este se ejecute al conducir o maniobrar un 

vehículo motorizado, bajo los efectos de alcohol o de drogas. Siendo un ilícito 

de peligro abstracto, no solicita de la concurrencia del peligro material, menos 

de un resultado lesivo. (p. 5).  

En tal sentido solo se debe comprobar el consumo excesivo del alcohol 

permitido por la ley. 

Tras analizar los componentes objetivos y subjetivos de la tipicidad, nos 

centraremos en examinar la antijuricidad del comportamiento del sujeto activo 

frente al delito de conducción en estado de ebriedad o consumo de drogas. 

Esto se debe a que no toda conducta típica se considera un acto delictivo ya 

que pueden haber motivos que justifiquen tal comportamiento, como la falta 

de imputación objetiva, entre otros aspectos, por eso al estudiar la presente 

investigación debemos tener en cuenta las circunstancias que acontecieron 

en el hecho concreto, de lo antes expuesto, Peña (2010) distingue la tipicidad 

de la antijuricidad argumentando que: (...) la clasificación de la tipicidad penal 

se refiere a áreas de daño social, mientras que la antijuricidad penal intenta 

influir en un plano de evaluación. (p. 317) 

Por lo tanto, la antijuricidad se compone de la antijuricidad formal, que es el 

comportamiento que viola el Derecho, y la antijuricidad material, en la que nos 

encontraremos al examinar si hay motivos que justifiquen o no la conducta. 

En esta categoría no se detecta ningún comportamiento con la presencia de 

la norma permisiva que permita la ejecución del acto prohibido por el derecho 

penal, ya que lo injusto se caracteriza como un acto que daña bienes jurídicos 
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sancionados por la ley, o valorados de forma negativa. Es importante 

considerar que existen situaciones excepcionales, aunque probables en su 

ejecución, como cuando un individuo tenga que controlar un nivel de alcohol 

en la sangre que exceda lo permitido por la Ley. En este escenario, será 

imprescindible verificar de forma imparcial que se hallaba en una circunstancia 

previa a la conducción. Así, el examen de la Antijuricidad -en los delitos de 

conducción en estado de ebriedad y consumo de drogas- se realiza si el 

comportamiento viola el ordenamiento legal, o si existe una razón para 

justificar las acciones mencionadas y sancionadas en el artículo 20 del Código 

Penal; no obstante, en el 95% de las situaciones, al ser un delito de peligro, 

el mero acto de conducir en tal estado ya justifica la adecuación del tipo penal. 

De acuerdo con lo presentado, este delito está regido por un elemento de 

carácter descriptivo que es el "estado de ebriedad". 

Por esta razón, vamos a diferenciar los parámetros de riesgo en los bienes 

individuales de este componente, ya que, si se llevan a cabo estos actos en 

estado de inconsciencia, no se cometerá ningún delito, aunque sí una 

infracción administrativa. No hay un delito de conducción temeraria como en 

el contexto español, donde pueden repercutir acciones que, incluso si no se 

llevan a cabo tras el consumo de alcohol, amenazan de manera específica la 

vida y la salud. En nuestra legislación, es imprescindible que el 

comportamiento se lleve a cabo en estado de ebriedad para ser considerado 

antijurídico. 

Por lo tanto, discrepamos con Morillas Fernández (2005), quien indica que: 

(...) este delito debe ser examinado en términos de peligro concreto, propone 

que sea atribuido al alcohol el criterio para determinar si el bien se ha ubicado 

en un riesgo tangible o no, siendo esto simplemente el presupuesto para 

observar; esto parecería acercarse más a la teoría de la peligrosidad del 

comportamiento que al resultado de peligro, y por consiguiente su 

contradicción. (página 190). 
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En relación con la culpabilidad en el comportamiento: es importante destacar 

que la culpabilidad es la cuarta categoría de la teoría del delito que determina 

si las acciones realizadas en la realidad constituyen un delito. Varios 

profesionales de la ley nacionales han elaborado el concepto de culpabilidad. 

Luis Miguel Bramont y Arias Torres (2002) indican: 

La culpabilidad reside en un juicio de valor concreto. No examina al hombre 

en abstracto sino frente a un hombre en concreto. Por esta razón, su 

relevancia en la tipicidad y la antijuridicidad, que determina de manera 

objetiva, subjetiva y normativa el hecho por el cual se responsabilizan. (p. 

359).  

De esta manera, García (2003) señala que: La culpabilidad no puede definir 

una clasificación distinta al injusto, ya que cualquier acusación requiere una 

conexión entre el hecho y el autor. En la imputación de culpabilidad, se deben 

considerar los elementos que posibiliten la imputación personal. Esto significa 

que, la posibilidad de asignarle a una persona el rol en el que se ha llevado a 

cabo la imputación del hecho, es posible. (p. 652). 

Es imprescindible determinar la imputabilidad y verificar los componentes de 

la teoría del delito, para que se pueda alinear el supuesto de hecho con la 

repercusión que indica el tipo penal. 

El estado de ebriedad absoluta como exclusión de imputabilidad 

En la culpabilidad existen motivos de exclusión que permiten excusar de 

cualquier penalización a la persona que ha incurrido en el supuesto delito. Se 

llevará a cabo en los hechos con las premisas que dicta la doctrina para poder 

declararlo verdaderamente culpable o culpable en el ámbito criminal.  

En su tesis, Rimarachín (2018) señala que: La culpabilidad analiza los 

escenarios que el autor de un hecho debe tener para declararse culpable. La 

culpabilidad no es inherente a un individuo, sino una condición que se le 

impone legalmente en relación con un acto ilícito llevado a cabo, que 

constituye el objeto de la responsabilidad penal. (página 67). 
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La ley nacional establece razones que eximen de la culpabilidad penal, lo que 

permite evaluar si el acusado es no responsable o no culpable. Estos casos 

están especificados en varios apartados del Artículo 20 del Código Penal. Por 

lo tanto, podemos indicar que el Artículo 20.1 del Código Penal establece que: 

Está libre de responsabilidad penal: El individuo que, debido a una anomalía 

mental, una grave alteración de la conciencia o a trastornos en la percepción 

que alteren seriamente su percepción de la realidad, carezca de la habilidad 

para entender el acto delictivo que está llevando a cabo. (…) Es decir, a las 

personas se le puede imputar responsabilidad si cuentan con la capacidad 

discernir que su actuar es antijuridico. 
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CAPITULO III 

3.1. ANALISIS DEL PROBLEMA 
Hoy en día, a pesar de la diversa información suministrada por campañas de 

sensibilización sobre educación vial, los accidentes viales provocados por 

conductores en estado de embriaguez no han dejado de ser un número en 

crecimiento. Además, la implementación de sanciones administrativas o 

penales ha aumentado proporcionalmente, como el delito de manejar en 

estado de embriaguez, que pone en riesgo la seguridad pública y el bienestar 

jurídico. 

El manejo en estado de alcoholismo supone un peligro para la sociedad. Por 

lo tanto, este problema ha sido tratado dentro de diversas normativas que 

forman parte del sistema legal nacional. 

En tal sentido se pretende buscar con esta investigación la relación del 

Principio de oportunidad y su aplicación en el delito de Conducción en estado 

Ebriedad conocer de su eficacia en la reducción de la carga procesal y por 

ende podamos llegar a comprender como al momento de acogerse a este 

principio  va permitir minimizar la crisis del sistema de proceso que se sigue, 

y por ende evitar la carga procesal que día a día se mantiene, en cuanto haya 

un buen diálogo y acuerdo en ambas partes está ya sea una reparación civil; 

y esto debe de realizarse con una estimación razonable. En cuanto a la Carga 

procesal se pretende evaluar la influencia que tiene sobre este el Principio de 

Oportunidad, ya que si se acogen a este principio, vamos a evitar esa crisis 

de sobrecarga procesal que existe en las fiscalías, principalmente en la 

fiscalía provincial corporativa penal Huaura, en tal sentido gracias a esta 

ayuda que ofrece este principio se evitara llevar caso que no tienen  

culpabilidad y/o pena el cual ocasiona gastos ya sean humanos y materiales 

los cuales son obstáculo para poder seguir con los casos que necesariamente 

necesitan de una atención especial por parte de los fiscales. 
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CAPITULO IV 

CONCLUSIONES 
1. Los conductores que conducen en estado de alcoholismo y no cometen 

otros crímenes serios, tienen la posibilidad de recurrir al principio de 

oportunidad para prevenir la sobrecarga de tareas judiciales, prevenir 

retrasos y favorecer la economía del procedimiento. 

2. Es necesario que el Estado directrices estatales relacionadas con este 

comportamiento delictivo, con el objetivo de disminuir las repercusiones 

adversas que generan en las personas que están involucradas en este 

delito. 

3. 3. El código procesal penal adopta el principio de oportunidad y 

posteriormente es examinado por la normativa. Es importante señalar 

que la denominación no es la más apropiada para esta situación, ya 

que no se refiere a un principio propio del Ministerio Público, sino a una 

autoridad concedida al encargado del ejercicio de la acción penal, es 

decir, para que el fiscal se abstenga de proseguir con los 

procedimientos en ciertos casos donde la Ley procesal lo autoriza. 

4. Según el principio de oportunidad, el acuerdo es un acto de consenso 

entre las partes implicadas, con la obligación de indemnizar los daños, 

al haberse producido la infracción. Al final, el acusado tiene que 

evidenciar su consentimiento para ajustarse al proceso de oportunidad. 

Es un procedimiento eficiente y ágil, siempre que se utilice en los 

procedimientos que no perjudique el interés social.
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CAPITULO V 

RECOMENDACIONES 
En el presente trabajo de investigación se realiza las siguientes 

recomendaciones, con el fin de que el principio de oportunidad se aplique en 

su totalidad en la Primera Fiscalía Corporativa Penal de Huaura. 

1. se recomienda a los fiscales de la Fiscalía Corporativa Penal de Huaura 

aplicar los principios procesales para llegar a un mejor resultado en el 

momento de aplicar el principio de oportunidad en los delitos de 

bagatela, teniendo en cuenta que el fiscal como titular de la entidad 

deberá realizar las diligencias correspondientes aplicando los 

supuestos encuadrados en el código penal para abstenerse de ejercitar 

la acción penal del mismo en los delitos que no superen los 4 años de 

pena privativa de libertad. 

2. Se necesita urgente una adecuada POLÍTICA CRIMINAL viendo estos 

cuatro factores que son vía, vehículo, hombre y ambiente para evitar 

que sigan cayendo en estos factores que influyen en LA COMISIÓN 

DEL DELITO DE CONDUCCIÓN EN ESTADO DE EBRIEDAD. 

3. Proponer Normas que se incorporen a las que ya existen para la 

Indemnización y la Rehabilitación Absoluta de las personas que 

sufrieron daños. 
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